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REINTEGRO AL CARGO / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA. “[E]l apoderado judicial del Raúl Garavito Ardila acude al juez constitucional con el fin de que se amparen los derechos fundamentales de su mandante y su núcleo familiar los que considera vulnerados a raíz de la desvinculación laboral del cargo que desempeñaba de Técnico Administrativo código 3124 grado 16 en el  extinto INCODER, invocando como circunstancias especiales para que proceda su incorporación a un cargo en una de las entidades creadas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el hecho de haber sido reconocido por la UARIV como víctima del desplazamiento forzado y tener fuero sindical. (…)  [E]l Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural a través del Decreto 1193 del 21 de julio 2016 “por el cual se suprimen unos empleos de la Planta de Personal del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural lNCODER - en Liquidación, y se dictan otras disposiciones" (Fls. 100-103), eliminó el cargo de Técnico Administrativo código 3124 grado 16, por lo que el INCODER le notificó el 24 de agosto de 2016 al señor Garavito Ardila que analizadas las plantas del personal ANT y ADR no se encontró empleo igual o equivalente vacante para su incorporación y en tal virtud, se procedería su retiro una vez se cumplieran con las condiciones previstas en el artículo 2º del Decreto 1193 de 2016 (folio 8). Frente a ese tipo actos administrativos antes relacionados, nuestro sistema jurídico tiene previstos mecanismos de defensa como los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad (regulados en los artículos 137 y 138-2 del CPACA), por medio de los cuales la accionante puede demandar y solicitar la medida cautelar de suspensión provisional (Artículo 230, CPACA); es decir, el señor Garavito Ardila cuenta con los medios de control contencioso administrativos, que aún no ha agotado, o al menos en el expediente falta prueba en ese sentido. Esta Sala debe insistir que la acción de tutela es una herramienta que se caracteriza por ser residual y excepcional, la cual sólo procede en caso de no existir otro medio de defensa judicial o que habiéndolo, este no resulta idóneo para salvaguardar las garantías constitucionales reclamadas por el accionante con el fin de evitar un perjuicio irremediable. Sin embargo, en este caso en particular el accionante no logró demostrar probatoriamente que la eliminación del empleo público antes descrito lo pone en una situación de extrema vulnerabilidad, con fundamento a estar él y su familia incluidos en el Registro Único de Víctimas por la declaración del hecho victimizante de desplazamiento forzado en el año 2008 (Fls. 9 y 10), toda vez que el mismo estaba inscrito como servidor público desde el año 1998, lo que se desprende de una certificado expedido por la CNSC (folio 13).  De tal manera, que la Sala no cuenta con elementos materiales suficientes para inferir la afectación cierta y verificable del derecho fundamental al mínimo vital u otra de las  garantías constitucionales reclamadas en el escrito introductorio de la demanda. (…) Así las cosas, el accionante no demostró que los mecanismos judiciales ordinarios con los que dispone para reclamar sus garantías constitucionales tendientes a su reconocimiento de fuero sindical y de reintegro laboral a una de las entidades creadas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, tales como la ANT y la ANDR,  no son lo idóneos y que por tanto, procedía el amparo de forma transitoria.  Por lo tanto, la acción de tutela no puede reemplazar los medios de defensa que tiene el actor y que fueron referidos anteriormente.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA


SALA DE DECISION PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, seis (6) de febrero de dos mil diecisiete (2017)
Proyecto aprobado por Acta No.0082 
Hora:  11:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
La Sala decide en primera instancia lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el abogado Felipe Márquez Hincapié, apoderado judicial del señor Raúl Garavito Ardila, en contra del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, la Unidad para la atención y Reparación a las Víctimas, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural-INCODER en Liquidación), la Comisión Nacional del Servicio Civil, la Agencia Nacional de Tierras, la Agencia Nacional de Desarrollo Rural y Fiduagraria S.A por considerar vulnerados los derechos fundamentales a la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social.
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. Indicó el apoderado judicial que el señor Raúl Garavito Ardila laboró hasta el mes de diciembre de 2016 en el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER) hoy en liquidación, relación laboral que había iniciado en el año 1998 en el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (INCORA), el que posteriormente fue transformado en el INCODER, en el municipio de Tame, Arauca y luego en la ciudad de Pereira, Risaralda, en el cargo de Técnico Administrativo Código 3124 grado 16 inscrito en carrera administrativa.

Informó que desde que su mandante se vinculó con el INCORA,  posteriormente INCODER, desarrolló labores sindicales que lo convirtieron en víctima de desplazamiento forzado, del municipio de Tame, Arauca por parte del grupo armado Bloque Vencedores de Arauca perteneciente del grupo de las autodefensas unidas de Colombia, comandadas por el señor Miguel Ángel Mejía Múnera alias “Pablo Arauca”, razón por la que se trasladó a la ciudad de Pereira.
Explicó que el agente liquidador Mauro Palta Cerón nombrado para el proceso de liquidación al que entró el INCODER, determinó que su poderdante se encontraba amparado por la figura de fuero sindical y que ésta se extinguiría hasta tanto no mediara orden judicial o se culminara con el proceso de liquidación el que lleva alrededor de un año, por lo que mediante el Decreto 1850 de 2016 se creó un encargo fiduciario con la Fiduagraria S.A, a la que le correspondió asumir las responsabilidades laborales del extinto INCODER, por lo que persisten algunas obligaciones.
Resaltó que el señor Garavito Ardila acudió a la Defensoría del Pueblo Risaralda aduciendo su condición de desplazado, padre cabeza de familia de dos menores de edad y por su  amparo por el fuero sindical con el fin de recibir protección de sus derechos, por lo que el Defensor encargado requirió a las entidades vinculadas para que le esclarecieran la situación del accionante, pero las respuestas recibidas se basaron en oficios remitidos entre las mismas entidades alegando su falta de competencia para resolver el asunto.
Finalmente, informó que el agente liquidador mediante el oficio N°20162138014 suprimió el cargo que fungía el actor bajo el argumento de que la liquidación del INCODER había finalizado, razón válida para dar por terminada su vinculación. 
2.2. En el acápite de pretensiones relacionó las siguientes: i) que se protejan los derechos fundamentales a la vida, la integridad física, la salud, la seguridad social, la alimentación, la familia y educación de los hijos menores del accionante, ii) la protección del núcleo familiar de su poderdante por ser víctima de desplazamiento forzado y iii) que se protejan los derechos al mínimo vital y el trabajo del señor Garavito Arias y por lo tanto, se ordene al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural iniciar el trámite de incorporación del mismo en una de las entidades creadas, dada la liquidación del INCODER, tales como la Agencia Nacional de Tierras y la Agencia Nacional de Desarrollo Rural, dada la experiencia con la que cuenta el accionante.
2.3. Aportó junto con el poder especial para poder actual la copia de los siguientes documentos: i) oficio del INCODER mediante el cual se le informa al actor la supresión del cargo, según el Decreto N° 1193 del 21 de Julio de 2016; ii) oficio de la UARIV informando la inclusión del señor Garavito Ardila en el Registro Único de Victimas bajo la declaración 732606 iii) registro de nacimiento de los menores Gabriela Garavito Arango y Esteban Alejandro Moncada Garavito iv) certificado de la CNSC de inscripción en el registro público de carrera administrativa del señor Garavito Ardila v) requerimientos por parte de la Defensoría del Pueblo a las entidades accionadas: CNCS, Director de la Agencia Nacional de Desarrollo Rural, Ministerio de Agricultura y a la Dirección del INCODER; vi) traslado de las peticiones del accionante por parte del Ministerio de Agricultura a las siguientes a la Agencia de Desarrollo Rural y a la Agencia Nacional de Tierras; vii) derechos de petición dirigidos por el accionante a la CNSC y al INCODER; viii) comunicación de la CNSC al INCODER en Liquidación y ix) comunicación del accionante dirigida al INCODER en Liquidación manifestando sus opciones de incorporación o reincorporación (Fls. 7-27).
2.4.  Mediante auto del 23 de enero de 2017 la Sala avocó el conocimiento de la presente acción y ordenó correr traslado de la misma a las entidades demandadas (folio 30).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1.  MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL
Señaló que la presente demanda de tutela no es procedente por cuanto el accionante debe acudir al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – INCODER en liquidación y/o FIDUAGRARIA S.A para que resuelva su petición, como quiera que esto no hace parte de sus funciones que se encuentran definidas de manera taxativas en el artículo 3 del Decreto 1985 de 2013; además, mediante el Decreto 1850 de 2016 el Gobierno Nacional tomó medidas frente a la liquidación del INCODER, por lo cual ordenó la creación de un patrimonio autónomo para continuar con los procesos judiciales administrativos y laborales, lo que no significa  la obligación a la reubicación o incorporación de todos los empleados públicos en otras entidades, máxime que la Ley 909 de 2004 determina como causal del servicio, la supresión del cargo como ocurrió en el presente caso. De todos modos, bajo los parámetros de la norma indicada para la reincorporación a la Agencia Nacional de Tierras ANT y/o Agencia de Desarrollo Rural ADR, tienen prevalencia aquellos empleados de carrera administrativa que cumplan con los requisitos legales y reglamentarios, previo el trámite administrativo correspondiente.
Por lo anterior, consideró que el accionante omitió el carácter de subsidiario de la acción de tutela, toda vez que el mismo cuenta con otros mecanismos tales como la nulidad y restablecimiento del derecho y en la jurisdicción laboral en relación con la acción especial de fuero sindical  (Fls. 38-40)

3.2.  AGENCIA DE DESARROLLO RURAL - ADR
Solicitó su desvinculación al proceso tras hacer referencia del Decreto 418 de 2016 que estableció la planta de personal de la ADR, el cual dispuso la incorporación directa de los servidores del INCODER en liquidación cuyos cargos sean suprimidos que cumplan con los requisitos y competencias laborales requeridas para el desempeño de los cargos, atendiendo las equivalencias que señalará el Gobierno Nacional para el efecto y al Decreto 420 de 2016 que sobre la planta de personal de la ANT y de la ADR estableció una clasificación de empleos de acuerdo a unas equivalencias numéricas fijadas en el sistema general de nomenclatura y a la clasificación.

Hizo alusión al artículo 3º del Decreto 1850 de 2016 resaltando que el patrimonio autónomo constituido en razón a la liquidación del INCODER es para el pago de los fallos judiciales en asuntos administrativos o laborales con ocasión a la mencionada liquidación.

Por lo anterior, como la presente demanda se fundamenta con temas laborales con ocasión del proceso liquidatorio del INCODER, considera que la ADR carece de legitimación en la causa por pasiva. (Fls. 43 -45)
3.3. AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS-  ANT
Hizo referencia al Decreto 2363 de 2015 mediante el cual el Gobierno Nacional creó la ANT; así mismo, indicó que el Decreto 2365 de 2015 ordenó la supresión del INCODER con un plazo de liquidación de uno año, a partir de la vigencia del precitado acto administrativo.
Las anteriores disposiciones con el fin de continuar cumpliendo los propósitos que tenía como objeto el INCODER, por lo tanto, la ANT tiene como funciones las de ejecutar las políticas de la propiedad rural formuladas  por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, para esto creó 126 cargos conformados unos mediante la incorporación directa de los trabajadores del INCODER cuyos empleados hayan sido suprimidos y que cumplieran con los requisitos y competencias laborales requeridas para su desempeño, atendiendo las equivalencias señaladas por el Gobierno, por ultimo todos los demás serían previstos de conformidad con las normas legales; por lo tanto, indicó que simultáneamente a la orden de supresión de algunos empleos del INCODER se dispuso la incorporación directa de algunos a la ANT según los lineamientos del decreto 420 del 7 de marzo de 2016.
Mencionó que frente a los hechos sobre las condiciones del accionante en relación con su situación como padre cabeza de familia y los derechos de carrera administrativa que ostenta, expuso que ambas eran responsabilidad del INCODER bajo los preceptos del decreto N° 2365 de 2015 y la ley 909 de 2004 en su artículo 44, ahora bien tras la liquidación de ésta, respecto de la carrera administrativa esa responsabilidad pasa a cabeza de la CNSC.  Por último, sobre el fuero sindical del servidor público señaló que el artículo 21 del decreto 2365 para estos efectos delegó al liquidador la función de adelantar los procesos de levantamiento de este fuero es decir esto le correspondía al INCODER, informó que el liquidador celebró el contrato de fiducia mercantil N°072  de 2016 con FIDUAGRARIA S.A con el propósito de constituir un patrimonio autónomo para continuar con la representación de los procesos administrativos y laborales con ocasión a la liquidación, encuentra entonces la entidad que FIDUAGRARIA es la responsable de ejercer la representación de las entidades en las acciones de tutela y otras que cursen al momento del cierre del proceso liquidatorio según se dispuso en las obligaciones del mencionado contrato mercantil (Fls. 51-54).
Adjuntó los documentos que sustentan los argumentos expuestos (Fls. 55-74)

3.4 UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS - UARIV
Indicó que no ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante, pues lo ha reconocido como víctima por desplazamiento forzado junto con su familia.

Respecto a las solicitudes de vivienda, expuso que es FONVIVIENDA la entidad encargada de cumplir con tal pretensión, según lo dispuesto en el artículo 118 del Decreto 4800 de 2011; con respecto al derecho a la salud afirmó que tampoco es de su correspondencia, sino posiblemente de la Secretaría de Salud.  En relación a la educación, indicó que las responsables de garantizar este derecho fundamental son las secretarías de educación departamentales, distritales o municipales junto con el ministerio de educación.

Hizo alusión a los programas de generación de ingresos para las víctimas de desplazamiento y las medidas que adopta el Gobierno Nacional junto con el Ministerio de Trabajo, el SENA y el DPS.

Se refirió a los parámetros de la Ley 1448 de 2011 y las demás normas que indican las funciones de la UARIV como entidad coordinadora ante todas las entidades que integral el sistema nacional de atención y reparación, como ejecutor implementador responsable de brindar la atención humanitario de emergencia y de transición, esto es alimentación, artículos de aseo, abastecimiento de artículos de cocina, alojamiento transitorio y como ente administrador del manejo de la información contenida en el Registro Único de víctimas
De acuerdo a lo anterior, consideró que el ámbito propio para tramitar reproches en contra de las actuaciones de la administración es la jurisdicción contencioso administrativa.  Por lo tanto, solicitó se negara la tutela y se desvinculara a la UARIV del presente trámite. (Fls 75-77)
3.5. COMSIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNCS
Aseguró que la tutela es improcedente por no tener en cuenta su carácter de subsidiario y excepcional, toda vez que el accionante cuenta con otros medios de defensa judiciales como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.  Así mismo, señaló que el actor no demostró un perjuicio inminente e irremediable, ya que su objetivo es atacar la legalidad de las actuaciones administrativas realizadas por el INCODER como la supresión del cargo por una nueva planta de personal.

Se refirió a la norma legal y constitucional sobre el ingreso a la carrera administrativa y las facultades otorgadas a la CNSC para concluir que no es la competente para establecer, indicar o validar los motivos que fundamenten el acto administrativo mediante el cual se declara la supresión de los empleados públicos de las entidades del Estado, por cuanto la verificación de legalidad y validez del mismo compete a la jurisdicción contencioso administrativa.

Concluyó que quedó demostrada la falta de legitimación por pasiva en lo que respecta a la CNSC y en tal sentido, la inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales del actor, toda vez que es responsabilidad exclusiva del INCODER el manejo de la planta personal y lo relacionado con la supresión de cargos, como el presente asunto.

Como consecuencia de lo anterior, solicitó la desvinculación de la CNSC de esta acción de tutela por no ser la administradora de las plantas de personal de ninguna entidad más que de la suya propia, o en su defecto, se negaran las pretensiones al accionante en lo que refería a la comisión (Fls. 81–86).
3.6. PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTE DEL INCODER EN LIQUIDACIÓN

Informó que el Gobierno Nacional mediante el Decreto 2365 de 2015 ordenó la supresión y liquidación del INCODER, proceso liquidatorio que se cerró el 7 de diciembre de 2016.  En tal sentido, el INCODER suscribió un contrato de fiducia mercantil con FIDUAGRARIA S.A. con el fin de continuar realizando la representación judicial en los procesos que tengan origen, meramente administrativo y/o laborales con ocasión al proceso liquidatorio. Así mismo, indicó que mediante dicho contrato, tiene poder para representar al INCODER en Liquidación frente a las acciones de tutela que cursen y  que se inicien con posteridad al mencionado proceso.

Puso en conocimiento que la Presidenta del sindicato de trabajadores del INCODER presentó acción de tutela el 14 de diciembre de 2016 junto con el señor Edgar Rueda Olarte en representación de los trabajadores, grupo en el cual se encuentra incluido el accionante, solicitando la protección de los derechos fundamentales al trabajo, al mínimo vital y estabilidad laboral reforzada, entre otros, solicitando que se ordenara al INCODER incorporar a los trabajadores adscritos a un cargo de igual o similares condiciones correspondiente a las plantas temporales bien sea de las Agencias o cualquier dependencia del Ministerio de Agricultura.  Por lo tanto, consideró que la presente acción de tutela es temeraria.

Así mismo, indicó que ante la liquidación del  INCODER, este dejó de ser sujeto de derechos y obligaciones, por lo tanto, era necesaria la supresión de todos los empleos y las relaciones de tipo laboral existentes.  Por lo tanto, no puede ni podrá fáctica y jurídicamente dar cumplimiento a la petición del accionante, como tampoco podrá ese Patrimonio Autónomo de Remanentes, en virtud de lo establecido en la fiducia mercantil.  En tal sentido, solicitó que se desestimen las pretensiones del actor, ya que el mandato legal obligaba a terminar todo vínculo con el accionante el 6 de diciembre de 2016.
Advirtió que actualmente cursa un proceso de levantamiento de fuero sindical entre las partes que integran el contradictorio en esta causa, el cual determinará lo pertinente para el caso objeto de estudio.

Por lo anterior, solicitó que se declare una actuación temeraria por parte del actor y se desestimen las pretensiones del mismo. (Fls. 89-95)

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional; 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.  

4.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a este Tribunal determinar si las entidades accionadas han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante, que amerite la concesión del amparo.
4.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.3.1. En lo relativo a la idoneidad y eficacia del instrumento judicial ordinario, la Corte Constitucional ha expuesto que en desarrollo del artículo 86 de la Carta Política: “la acción de tutela no procede cuando existen otros medios de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Pero en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, apoyado por nutrida jurisprudencia, se establece con claridad que "la existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante".

4.3.2. Por tanto, no es suficiente, para excluir la tutela, la mera existencia formal de otro procedimiento o trámite de carácter judicial. Para que ello ocurra “es indispensable que ese mecanismo sea idóneo y eficaz, con miras a lograr la finalidad específica de brindar inmediata y plena protección a los derechos fundamentales, de modo que su utilización asegure los efectos que se lograrían con la acción de tutela. No podría oponerse un medio judicial que colocara al afectado en la situación de tener que esperar por varios años mientras sus derechos fundamentales están siendo violados
. 
4.4. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que la permanencia en los empleos de carrera debe responder a reglas constitucionales o legales, de índole objetiva, lo que impide el retiro del cargo a partir de criterios meramente discrecionales.  Al respecto, dicho Máximo Tribunal Constitucional señaló la permanencia en el empleo a partir de la estabilidad laboral reforzada de los sujetos de especial protección constitucional, así en la Sentencia T-186 de 2013, reiteró lo siguiente:
“(…) 1. La Corte Constitucional se ha referido en un conjunto amplio de providencias a la estabilidad laboral de grupos vulnerables en procesos de reestructuración institucional del Estado[19]. En esta oportunidad, la Sala reiterará apartes centrales de la sentencia C-795 de 2009, pronunciamiento en el que se encuentran sistematizados los criterios y subreglas aplicables en materia de retén social.
 
2. En el fallo mencionado, este Tribunal explicó que los procesos de renovación institucional encuentran sustento en la necesidad de adecuar la estructura orgánica de la administración a las cambiantes exigencias económicas y sociales, con el propósito de lograr una adecuada prestación de los servicios a cargo del estado, y un manejo eficiente de los recursos públicos.
 
3. Precisó la Corte, además, que la consecución de esos fines, sin duda legítimos en el estado constitucional, debe realizarse evitando al máximo la restricción de los derechos de los grupos sociales que puedan verse afectados, cuando la reforma institucional implica la modificación de la estructura de las plantas de personal.
 
“15. En suma, la Constitución autoriza los procesos de reestructuración de la administración central (Arts. 150.7 y 189.14), los cuales deben obedecer al cumplimiento de los fines que inspiran el Estado Social de Derecho (Art. 1°); en el curso de los mismos, resulta admisible la supresión, fusión o creación de empleos, pero las actuaciones de la administración deben ceñirse a los principios que orientan la función pública (Art. 209), y contemplar e implementar mecanismos que preserven los derechos de los trabajadores”.
 
4. En ese marco, el legislador profirió la ley 790 de 2002 previendo mecanismos especiales de estabilidad para los trabajadores o funcionarios que se verían particularmente afectados en los procesos de reforma institucional, como concreción de los mandatos contenidos en los incisos 3º y 4º del artículo 13 Superior, relativos a la adopción de medidas de protección a favor de grupos vulnerables y personas en condición de debilidad manifiesta,  y en las cláusulas constitucionales que consagran una protección reforzada para ciertos grupos sociales, tales como las mujeres (art. 43 CP), los niños (art. 44 C.P.), las personas de la tercera edad (art. 46 C.P), y las personas con discapacidad (art. 47 C.P.). Las medidas contenidas en la ley 790 de 2002[20] se conocen como retén social.
 
En la citada Ley, el Congreso de la República estableció, como ámbito de aplicación del retén social “los programas de renovación o reestructuración de la administración pública del orden nacional”; determinó que su finalidad es la de “garantizar la estabilidad laboral y el respeto a la dignidad humana para las personas que de hecho se encuentren en la situación de cabezas de familia[21], los discapacitados y los servidores públicos próximos a pensionarse.[22]” (C-795 de 2009), prohibiendo su retiro del servicio; y fijó, como límite temporal de la protección, el vencimiento de las facultades extraordinarias conferidas al presidente mediante la citada ley.
(…)
“23. Aunque la protección laboral reforzada que el legislador otorgó a aquellas personas que se encontraban en las condiciones descritas por el artículo 12 de la ley 790 de 2002, se circunscribió en su momento, a aquellos trabajadores que eventualmente pudieran verse afectados en desarrollo del programa de renovación de la administración pública, la Corte Constitucional ha sentenciado[23] que dicha protección, es de origen supralegal, la cual se desprende no solamente de lo dispuesto en el artículo 13 de la Constitución que establece la obligación estatal de velar por la igualdad real y efectiva de los grupos tradicionalmente discriminados y de proteger a las personas en circunstancias de debilidad manifiesta, sino de los artículos 42, 43, 44 y 48 superiores; se trata en consecuencia de una aplicación concreta de las aludidas garantías constitucionales que están llamadas a producir sus efectos cuando quiera que el ejercicio de los derecho fundamentales de estos sujetos de especial protección pueda llegar a verse conculcado || En suma, la implementación de este tipo de medidas responde a imperativos constitucionales que se desprenden de los artículos 13, 42, 43 y 44 superiores, entre otros, y que constituyen en sí mismos fines esenciales en el Estado Social de Derecho[24].”
 
4.5. Ahora bien, la Corte Constitucional tiene establecido que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) la inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales
. 
El presupuesto de la inmediatez, no merece reparo si se tiene en cuenta que vínculo que el señor Garavito Ardila tenía con el INCODER en Liquidación, finiquitó en el mes de diciembre de 2016, a raíz del cierre del proceso liquidatorio de dicho instituto, lo que significa que está dentro de los seis (6) meses siguientes a los hechos supuestamente violatarios, que es el plazo general, fijado por la doctrina constitucional
. 
Sin embargo, no puede decirse lo mismo con respecto al tema de la subsidiariedad de la acción de amparo.  Al respecto, se debe tener en cuenta que para que proceda la acción de tutela la Corte Constituconal ha indicado que se deben dar al menos dos excepciones a la regla general
, es decir: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.  Así las cosas, sobreviene memorar la noción de perjuicio irremediable, puesto que como se ha visto, es presupuesto de procedibilidad para examinar, en sede constitucional, la violación o amenaza al debido proceso administrativo, que alega la parte actora.  A propósito, valga recordar que ninguna discusión amerita comprender que ese derecho alegado, tiene la estirpe iusfundamental pretendida; en realidad, la cuestión medular se centra en la viabilidad por virtud del daño irreparable que se logre invocar y probar. Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
4.6. SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO
4.6.1. En el caso sub examine, la Sala advierte que el apoderado judicial del Raúl Garavito Ardila acude al juez constitucional con el fin de que se amparen los derechos fundamentales de su mandante y su núcleo familiar los que considera vulnerados a raíz de la desvinculación laboral del cargo que desempeñaba de Técnico Administrativo código 3124 grado 16 en el  extinto INCODER, invocando como circunstancias especiales para que proceda su incorporación a un cargo en una de las entidades creadas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el hecho de haber sido reconocido por la UARIV como víctima del desplazamiento forzado y tener fuero sindical.
4.6.2. De acuerdo a lo anterior, debe resaltarse que el Decreto 2365 del 7 de diciembre de  2015, mediante el cual el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural suprimió el INCODER y ordenó su Liquidación, en su artículo 19 consagra como consecuencia del proceso de liquidación de dicho Instituto, la supresión de empleos y la terminación del vínculo legal de los servidores públicos, de la siguiente manera: “ La supresión de los empleos como consecuencia del proceso de liquidación del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), en Liquidación, dará lugar a la terminación del vínculo legal y reglamentario de los servidores públicos, de conformidad con las disposiciones legales vigentes que regulan la materia.

El Liquidador, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, elaborará un programa de supresión de cargos, identificando a los servidores que, por la naturaleza de las funciones desarrolladas, son necesarios para dar por terminado el proceso de liquidación.

En todo caso, al vencimiento del término de la liquidación del Incoder en Liquidación, todos los empleos quedarán automáticamente suprimidos y se terminarán las relaciones laborales, de acuerdo con el régimen laboral aplicable.” (Subrayas propias)
Así mismo, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural a través del Decreto 1193 del 21 de julio 2016 “por el cual se suprimen unos empleos de la Planta de Personal del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural lNCODER - en Liquidación, y se dictan otras disposiciones" (Fls. 100-103), eliminó el cargo de Técnico Administrativo código 3124 grado 16, por lo que el INCODER le notificó el 24 de agosto de 2016 al señor Garavito Ardila que analizadas las plantas del personal ANT y ADR no se encontró empleo igual o equivalente vacante para su incorporación y en tal virtud, se procedería su retiro una vez se cumplieran con las condiciones previstas en el artículo 2º del Decreto 1193 de 2016 (folio 8). 

4.6.3. Frente a ese tipo actos administrativos antes relacionados, nuestro sistema jurídico tiene previstos mecanismos de defensa como los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad (regulados en los artículos 137 y 138-2 del CPACA), por medio de los cuales la accionante puede demandar y solicitar la medida cautelar de suspensión provisional (Artículo 230, CPACA); es decir, el señor Garavito Ardila cuenta con los medios de control contencioso administrativos, que aún no ha agotado, o al menos en el expediente falta prueba en ese sentido.  

4.6.4. Esta Sala debe insistir que la acción de tutela es una herramienta que se caracteriza por ser residual y excepcional, la cual sólo procede en caso de no existir otro medio de defensa judicial o que habiéndolo, este no resulta idóneo para salvaguardar las garantías constitucionales reclamadas por el accionante con el fin de evitar un perjuicio irremediable.  Sin embargo, en este caso en particular el accionante no logró demostrar probatoriamente que la eliminación del empleo público antes descrito lo pone en una situación de extrema vulnerabilidad, con fundamento a estar él y su familia incluidos en el Registro Único de Víctimas por la declaración del hecho victimizante de desplazamiento forzado en el año 2008 (Fls. 9 y 10), toda vez que el mismo estaba inscrito como servidor público desde el año 1998, lo que se desprende de una certificado expedido por la CNSC (folio 13),  De tal manera, que la Sala no cuenta con elementos materiales suficientes para inferir la afectación cierta y verificable del derecho fundamental al mínimo vital u otra de las  garantías constitucionales reclamadas en el escrito introductorio de la demanda.  Sobre el particular, la Corte ha indicado que: 
“…por regla general la acción de tutela es improcedente cuando se solicita el reintegro de empleados públicos a sus cargos, pues para controvertir los actos administrativos, por medio de los cuales la administración decide separarlos de los mismos, existe la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, la cual desplaza a la acción de tutela. || No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha admitido la procedencia excepcional de la tutela para solicitar el reintegro de servidores públicos a los cargos de los que han sido desvinculados, cuando en el caso concreto se advierte la vulneración de un derecho fundamental y se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable, toda vez que en estos eventos la acción de nulidad y restablecimiento del derecho no proporciona una protección eficaz y adecuada a los derechos amenazados o vulnerados.”  (Ver Sentencia T-017 de 2012)
4.6.5. Sumado a lo anterior, el accionante cuenta con la justicia ordinaria laboral para demandar su derecho al fuero sindical, prerrogativa que se extinguía una vez culminara el proceso de liquidación del INCODER, debate que al parecer se encuentra cursando dentro de un proceso de levantamiento de fuero sindical, de acuerdo a la respuesta a la demanda de tutela por el apoderado general del Patrimonio Autónomo de Remanentes INCODER en Liquidación, aun cuando este no allegó copia de dicho trámite.
4.6.6.  Así las cosas, el accionante no demostró que los mecanismos judiciales ordinarios con los que dispone para reclamar sus garantías constitucionales tendientes a su reconocimiento de fuero sindical y de reintegro laboral a una de las entidades creadas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, tales como la ANT y la ANDR,  no son lo idóneos y que por tanto, procedía el amparo de forma transitoria.  Por lo tanto, la acción de tutela no puede reemplazar los medios de defensa que tiene el actor y que fueron referidos anteriormente.  En relación a este asunto, la  Corte Constitucional en la Sentencia T-785 de 2011, dijo lo siguiente: 

“Conforme al artículo 86 de la carta, la acción de tutela es un medio de protección de carácter residual y subsidiario, que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo de defensa de los derechos invocados, o cuando existiéndolo no sea apto, o se requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que resultaren eficaces y expeditas para alcanzar la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas, antes de pretender el amparo por vía de tutela. 
En otras palabras, la subsidiaridad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto, pues el amparo no puede desplazar los mecanismos específicos de defensa previstos en la correspondiente regulación común.” 
4.6.7.  El artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 desarrolla el principio constitucional contenido en el inciso 3° del Art. 86  de la C.N. y en su numeral 1° consagra como causal de improcedencia de la acción de tutela la existencia «de otros recursos o medios de defensa judiciales». En conclusión, en este asunto en particular  no es procedente la acción de tutela como instrumento residual y subsidiario, ni aun como mecanismo transitorio, dada la existencia de otro medio de defensa para dirimir las controversias planteadas por el accionante y ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de los derechos fundamentales invocados por el apoderado judicial del señor Raúl Garavito Ardila.

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela incoada por el abogado del señor Raúl Garavito Ardila en contra del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y otros.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
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